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PRIMERA REUNIÓN NACIONAL DEL PODER
 
LEGISLATIVO Y LAS INSTITUCIONES
 
PÚBLICAS DE PROTECCIÓN DE LOS
 

DERECHOS HUMANOS*
 

Dr. José Luis Soberanes Fernández, 
Presidente de la Comisión Nacional 

de los Derechos Humanos 

El honorable Congreso de la Unión, a través de las Comisiones de Derechos Humanos del Senado de la 
República y de Justicia y Derechos Humanos de la Cámara de Diputados, así como la Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos, acordaron organizar, de manera conjunta, esta Primera Reunión 
Nacional, con objeto de fortalecer los vínculos de comunicación entre los organismos públicos de pro­
tección de los Derechos Humanos y los Poderes Legislativos federal y locales. 

A fin de contribuir a la exitosa celebración de este encuentro se llevaron a cabo cuatro reuniones 
regionales previas en las ciudades de Oaxaca, Toluca, Chihuahua y Durango, dándose una entusias­
ta y decidida participación de más de 400 personas, entre ellos Senadores y Diputados del Congreso 
de la Unión, legisladores locales, titulares y representantes de organismos públicos de Derechos Huma­
nos, académicos, estudiantes, investigadores, servidores públicos, profesionales independientes y 
miembros de Organismos No Gubernamentales. 

A partir del análisis de las propuestas formuladas en dichas reuniones y su discusión en las sesiones 
plenarias de trabajo celebradas en esta ocasión, se arribó a las conclusiones a cuya lectura procedo. 

I. DERECHOS HUMANOS EN LOS PUEBLOS INDÍGENAS 

Como resultado del análisis de las 89 ponencias que se presentaron sobre este tema se propone que: 

* Relatoría General de la Primera Reunión Nacional del Poder Legislativo y las Instituciones Públicas de Protección 
de los Derechos Humanos, celebrada en la ciudad de Puebla el 28 de abril de 2001. 

7 



 

Gaceta de la CNDH 

1. Se establezca una nueva relación entre los pueblos indígenas y los órganos del Estado, en la 
que éste salvaguarde sus culturas y garantías constitucionales, promueva la convivencia armónica 
y el respeto a sus Derechos Humanos y fomente una sociedad multicultural de tolerancia a la dife­
rencia. En tal sentido, se sugiere que las dependencias gubernamentales apoyen la difusión de su identi­
dad, usos, costumbres y tradiciones, y destinen recursos para la creación de centros literarios y de 
preservación de lenguas y culturas en los Estados, para asegurar su pervivencia e impulsar investi­
gaciones de rescate de sus tradiciones e historia. 

2. Se impulse una legislación indígena integral que incluya sus demandas, los principios de los 
Derechos Humanos, la libertad de creencias, la libre determinación como ejercicio de la autonomía, el 
nombramiento de sus autoridades, la educación bilingüe, el derecho al trabajo, salud, vivienda y alimen­
tación, y el respeto a sus prácticas y costumbres en materia civil, familiar y laboral, siendo preciso 
que no se trastoquen derechos individuales o colectivos, y se logre el equilibrio entre sus sistemas nor­
mativos y el derecho positivo. En consecuencia, al reformarse las leyes, deberán considerarse tanto 
las normas consuetudinarias de los grupos indígenas como los elementos del derecho vigente para resol­
ver sus conflictos y cuidar que las costumbres electorales en municipios indígenas no contravengan 
las disposiciones constitucionales en la materia. Por otra parte, deberán promoverse reformas a las 
constituciones locales para crear municipios y regidurías indígenas, ampliar su participación y repre­
sentación política local y nacional. Adicionalmente, para que los elementos jurídicos de sujeto y objeto 
en el concepto “derechos de los indígenas” no pierdan congruencia se requiere que sean acordes 
con los derechos a la paz, al desarrollo, al respeto del medio ambiente y a su patrimonio cultural. 

3. Como base del respeto a los derechos de los indígenas, se aplique el Convenio 169 de la OIT 
y se promueva la firma del Proyecto de Declaración Internacional de los Pueblos Indígenas de la 
Organización de las Naciones Unidas que se amplíe el ámbito de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos para que se obligue a los países signantes a propiciar un ambiente social adecuado 
para los indígenas, y que se incluya la cláusula de condicionalidad en los acuerdos comerciales 
internacionales para que los Estados cumplan los instrumentos sobre Derechos Humanos. 

4. Las Comisiones de Derechos Humanos promuevan el acceso de los indígenas a condiciones socia­
les y económicas mínimas para una vida digna, difundan en los centros educativos y en los medios de 
comunicación los instrumentos internacionales en la materia, traducidos a lenguas indígenas, e impulsen 
actividades entre sí para la protección de sus derechos. Para ello, se requiere que las legislaturas federal 
y estatales consoliden la independencia de aquéllas y les otorguen presupuesto para que cuenten con 
áreas especializadas en asuntos indígenas y personal que tenga conocimiento de sus lenguas. 

5. El Estado destine recursos para atender las necesidades educativas, particularmente de las mujeres 
indígenas, ofreciéndoles una educación bilingüe y bicultural en todos los niveles, con etnolingüistas y 
pedagogos indígenas conocedores de las particularidades de cada etnia, debiéndose tomar en considera­
ción la calidad étnica de los estudiantes para que puedan ser becarios. Por otra parte, que las universida­
des impartan cátedras sobre derecho indígena y promuevan la formación de profesionales que generen 
proyectos de autodesarrollo para las comunidades indígenas. Además, debe combatirse el analfabetis­
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mo, a fin de que la educación sea factor para el desarrollo de las etnias; por lo que debe aprovechar­
se la infraestructura de los centros regionales del Instituto Nacional Indigenista y ampliar a todos 
los grados los programas compensatorios para alumnos indígenas que no puedan asistir a las aulas. 

6. Se consolide un sistema de administración de justicia equitativo, en el que los jueces se auxilien de 
peritos en usos y costumbres e incorporen traductores indígenas a las labores judiciales, admitiéndose la 
prueba en contrario cuando se cuestione la identidad indígena del procesado, con criterios de iden­
tificación que otorguen preeminencia a la autoidentificación. Igualmente, que se consideren los 
efectos de la etnicidad, el atraso cultural, la necesidad económica y la marginación como atenuantes de 
responsabilidad, mecanismos de conmutación de penas en delitos no graves y facilidades para que los 
indígenas en libertad bajo fianza y en la condicional firmen los libros con periodicidad acorde a la dis­
tancia de sus comunidades. En ese tenor, deben reformarse los códigos penales para que en los 
asuntos en los que intervengan indígenas éstos cuenten con la debida asistencia legal. Por otro lado, 
se requiere que el tratamiento de readaptación esté a cargo de personal especializado, debiéndose con­
templar aspectos psicológicos, médicos, laborales y penológicos, entre otros. Además, es preciso fo­
mentar que las autoridades judiciales y militares respeten sus ceremonias religiosas y los útiles que em­
plean en ellas, y las administrativas y judiciales coordinen acciones con las autoridades tradicionales 
respecto de detenidos o reos indígenas. 

7. Los Poderes Legislativo y Ejecutivo consulten a los indígenas cuando vayan a adoptar medidas 
que les afecten, creando instrumentos que aseguren su participación en dichas decisiones. Al efec­
to, el Estado debe formular y promover políticas integrales para su desarrollo sustentable a corto, 
mediano y largo plazos, dotándolos de recursos para proyectos productivos, servicios públicos y 
seguridad social. En tal sentido, el Ejecutivo está obligado a incluir estrategias concretas en el Plan 
Nacional de Desarrollo e implantar acciones de capacitación a los indígenas, para que organicen empre­
sas de producción mediante el aprovechamiento de sus recursos naturales, sobre la base del recono­
cimiento a sus derechos a la autogestión, cuidado, conservación, explotación, administración, pose­
sión y dominio pleno sobre sus tierras y demás recursos. Con independencia de los programas sociales 
vigentes, los tres niveles de gobierno deben crear infraestructura carretera y desarrollar políticas 
encaminadas a revertir el deterioro ecológico y económico de las comunidades indígenas. 

II. DERECHOS HUMANOS DE LAS VÍCTIMAS DEL DELITO 

El análisis de las 72 ponencias sobre este tema lleva a proponer: 

1. Que los Congresos Federal y locales, así como la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, donde 
no hubieren instituido las reformas o adiciones relativas a los derechos de las víctimas, realicen las 
actividades propias de su función, para que a la brevedad incorporen en forma clara y detallada 
los derechos de éstas y, en su caso, se les concedan mayores prerrogativas. En cuanto a la reparación 
del daño, se sugiere que en los Presupuestos de Egresos de la Federación y de los Estados se incluya 
un rubro de gastos para la protección y tratamiento de los ofendidos. Igualmente, se sugiere analizar 
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la posibilidad de que se modifique el apartado B del artículo 102 constitucional, para establecer que 
los organismos públicos de protección de Derechos Humanos proporcionen asesoría, patrocinio y 
defensa a las víctimas, o bien, se creen Centros de Atención para las Víctimas del Delito en los tres 
niveles de gobierno. 

2. Que se reflexione sobre una reforma al apartado B del artículo 20 constitucional para que se incor­
pore a éste la figura del asesor público gratuito, independiente del Ministerio Público, para los ofendidos 
y las víctimas del delito, que tenga el mismo rango que el defensor de oficio para el inculpado, con 
objeto de dar cabal cumplimiento a la garantía de igualdad. 

Asimismo, que se proteja a la víctima para que no proceda la prescripción de la reparación del 
daño en ningún caso. 

3. Que se propicie una cultura de respeto a los Derechos Humanos de los ofendidos y víctimas 
del delito en todo el territorio nacional, difundiendo entre la sociedad valores tales como la igualdad, la 
solidaridad y la equidad para con ellas. 

4. Que se instalen servicios sociales a favor de las víctimas del delito para su atención médica y 
psicológica urgente. Además, es preciso salvaguardar el derecho a la privacidad de la víctima por 
parte de los órganos encargados de la procuración y administración de justicia, especialmente en 
los casos del delito de violación; los exámenes correspondientes deben ser realizados por médicos 
del mismo sexo, en un ámbito de respeto a la dignidad humana. 

5. Que el Ministerio Público aporte al juez elementos suficientes para acreditar la capacidad 
económica del inculpado, así como la naturaleza y consecuencias del daño material y moral causa­
do, para determinar lo conducente a su reparación. Inclusive, se sugiere que de las percepciones 
que recibe el reo por su trabajo dentro de los centros de reclusión se le descuente un porcentaje para 
la reparación del daño. 

6. Que para evitar que los menores sean víctimas del delito, y con carácter preventivo, se difundan sus 
derechos en los centros educativos de nivel primaria, secundaria y preparatoria, debiéndose moti­
var la participación de los padres de familia en estas tareas. Al mismo tiempo, debe impulsarse el estudio 
de la victimología en las instituciones educativas superiores, para formar especialistas en la materia. 

7. Que se capacite en victimología y Derechos Humanos a las autoridades y servidores públicos 
que atienden a las víctimas u ofendidos de los delitos, a efecto de que les brinden un trato adecuado. 

III. DERECHOS HUMANOS Y MIGRACIÓN 

Con base en las 57 ponencias presentadas a este respecto y la discusión y debate en torno a las propues­
tas contenidas en las mismas, se propone que: 
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1. Se establezca una política de Estado en materia de migración que permita resolver los proble­
mas a nivel nacional, debiéndose conjuntar los esfuerzos de diversas instancias y órganos de gobierno 
en los ámbitos federal, local y municipal. Sólo mediante un esfuerzo conjunto se podrá enfrentar este 
fenómeno. Por otra parte, y debido a la pobre regulación en la materia, que se lleve a cabo una revisión 
de la normativa respectiva, la cual deberá contemplar la despenalización de la migración indocu­
mentada y la eliminación de las facultades discrecionales a cargo de las autoridades migratorias. 

2. Se promueva el cumplimiento de los tratados internacionales relacionados con la materia mi­
gratoria y la cooperación y el intercambio oportuno de información tanto con Estados Unidos de 
América como con Guatemala, a fin de garantizar el respeto de los Derechos Humanos de los mi­
grantes en los tres países y combatir el tráfico ilegal de personas en ambas fronteras. 

3. Las autoridades mexicanas, respecto de los migrantes extranjeros que se encuentran en el 
territorio nacional, promuevan una cultura de respeto a los Derechos Humanos que erradique la 
corrupción y el abuso del poder; garanticen la seguridad e integridad física y moral, principalmente 
de los sectores más vulnerables de los migrantes, como son las mujeres, niños y personas de la 
tercera edad; trasladen inmediatamente a los extranjeros que sean asegurados a una estación migra­
toria que cumpla con las condiciones establecidas en el Reglamento de la Ley General de Población, 
y adicionen al ordenamiento aludido el término máximo de 36 horas dentro del cual deberá resol­
verse la situación de los migrantes asegurados. 

4. Se desaliente la migración de mexicanos a otros países, para lo cual se requiere: poner en práctica 
políticas de desarrollo, a fin de mejorar la calidad de vida de los mexicanos mediante el diseño de nuevos 
esquemas de financiamiento orientados a fortalecer la economía popular, la distribución equitativa 
del ingreso, la generación de empleos, la educación y los servicios de salud; informar a la sociedad 
sobre los riesgos que corren las personas que intentan cruzar las fronteras de manera indocumentada; 
llevar a cabo seminarios y otros programas de difusión y capacitación en la materia, así como des­
tinar fondos para la formación de redes internacionales y regionales de apoyo a los migrantes. 

5. Se asignen mayores recursos a la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, para que imparta 
cursos de capacitación a las autoridades migratorias e instale módulos de atención en las fronteras, 
para recibir quejas y brindar una rápida orientación a los interesados, en coordinación con las de­
más instituciones competentes. 

IV. INSTRUMENTOS LEGALES EN MATERIA DE DERECHOS 
HUMANOS EN LOS DIFERENTES NIVELES DE GOBIERNO 

Como resultado del análisis de las 48 ponencias que se presentaron sobre este tema se propone: 

1. Homologar los procedimientos de actuación de los organismos públicos de Derechos Huma­
nos, a fin de fortalecer su labor y facilitar la coordinación entre los mismos. 
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2. Ponderar la posibilidad de que los organismos públicos de protección y defensa de los Derechos 
Humanos conozcan de quejas en contra de actos de naturaleza administrativa imputados a servido­
res públicos del Poder Judicial. 

3. Introducir reformas para que la elección de los titulares de las Comisiones Estatales de Derechos 
Humanos sea efectuada, preferentemente, por las legislaturas locales, mediante el sistema de ma­
yoría calificada. Así también, se propuso que los Congresos Federal y Locales otorguen mayor pre­
supuesto a dichos organismos, para que incrementen sus actividades de difusión y capacitación, toda 
vez que es indispensable dar a conocer a la población el contenido y alcance de sus Derechos Humanos, 
debiéndose adoptar las medidas necesarias para que esta difusión llegue a los sectores de la pobla­
ción más vulnerables. 

4. Incluir en los programas de estudio materias relacionadas con los Derechos Humanos desde el 
nivel de educación básica y se brinde apoyo a las universidades para que se impartan especialidades 
y maestrías en la materia. 

5. Revisar los instrumentos legales en materia de los Derechos Económicos, Sociales, Culturales 
y Ambientales, para que sean acordes con el respeto a los Derechos Humanos. 

6. Establecer un marco legal respecto de las personas discapacitadas que les posibilite medios de vida 
dignos, el disfrute pleno de sus Derechos Humanos y la capacitación necesaria para ocupar un empleo. 

7. Que los Poderes Legislativos federal y locales perfeccionen los ordenamientos legales condu­
centes, para erradicar la tortura, dando cumplimiento a nuestra Constitución Política y a los instru­
mentos internacionales suscritos por México en la materia. 

8. Asimismo, se debatió sobre los mecanismos para lograr la efectividad y cumplimiento de las 
Recomendaciones de las Comisiones de Derechos Humanos; al respecto, no se logró el consenso 
general sobre el tema. 

V. CREACIÓN DE INSTRUMENTOS DE COMUNICACIÓN 

El análisis de las 19 ponencias sobre este tema lleva a proponer que: 

1. Se reflexione acerca de la actuación de los organismos públicos de protección y defensa de los 
Derechos Humanos en materia de comunicación y difusión, para impactar en una educación sobre De­
rechos Humanos desde el nivel primaria. Asimismo, deberá difundirse la cultura de la denuncia entre la 
población. 

2. Los organismos públicos de protección y defensa de los Derechos Humanos de todo el país cuenten 
con tiempos oficiales en los medios, para lo cual deberá impulsarse una legislación adecuada. 
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3. Se promuevan estrategias, mecanismos e instrumentos de comunicación que favorezcan la cultura 
de los Derechos Humanos, creando vínculos de comunicación entre instituciones gubernamentales 
y los organismos públicos de Derechos Humanos, así como líneas de acción eficaces que lleguen a la 
población. Además, se requiere articular campañas de difusión e información en los medios, para rever­
tir la influencia de actitudes que vulneran tales derechos y lograr que la divulgación dé paso a acciones 
de concienciación y formación cívica, a través de programas y publicaciones que involucren a persona­
jes populares y a distintos sectores sociales. 

4. Se examine el estado actual de la cultura e identidad corporativa de las dependencias guberna­
mentales para detectar, corregir y evitar actitudes violatorias de Derechos Humanos, así como fomentar 
el conocimiento de éstos en todos los niveles de gobierno y su difusión a través de carteles, videos, 
programas radiofónicos, televisivos y artículos periodísticos, con información sobre las instancias 
a las que se puede acudir en caso de que sean violados. Es menester propiciar el uso programado de 
medios alternos para una prospectiva en el manejo institucional, educativo y de promoción sobre las 
funciones de los organismos públicos de Derechos Humanos, utilizando como instrumentos boleti­
nes, circulares, seminarios, intercambios académicos, folletos, correos electrónicos, revistas con 
distribución en los Estados, programas computacionales interactivos para niños con juegos sobre 
tales derechos y buzones para la recepción de quejas en oficinas públicas y escuelas. También es 
indispensable crear una red de internet que permita la comunicación entre las Comisiones de Dere­
chos Humanos y los Poderes Legislativos federal y locales, y que el Congreso de la Unión otorgue 
espacios a estas instituciones en su canal de televisión. 

5. Se establezca un Ombudsman de la comunicación y que los medios creen sus códigos éticos 
para autorregular el contenido de la información que ofrecen al público, con el fin de no causar daño 
moral ni violar derechos de terceros, sobre todo en programas dirigidos a niños y adolescentes. 

6. Se reflexione sobre la posibilidad de reformar los artículos 6 y 115 constitucionales para esta­
blecer los alcances del derecho a la información y otorgar facultades a los municipios en materia de 
comunicación social. 

Respecto del tiempo oficial disponible en radio y televisión, convendría establecer en la ley res­
pectiva la obligación de impulsar la educación pública nacional y la cultura de los Derechos Hu­
manos. 

VI. DERECHOS HUMANOS Y POLÍTICA CRIMINAL 

En cuanto a este rubro, las 48 ponencias presentadas permitieron proponer que: 

1. La política criminal se conciba y planifique como una parte de la política social del Estado, con un 
contenido que determine el respeto a los Derechos Humanos, enfocada a la prevención del delito en 
los grupos de mayor riesgo y a lograr erradicar las causas de las conductas antisociales. 
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Asimismo, deben tomarse en cuenta las necesidades específicas de los grupos vulnerables en prisión, 
tales como las mujeres e indígenas, involucrando a la sociedad en este proceso. 

2. En la estrategia contra la delincuencia organizada no se incorporen medidas contrarias a la Decla­
ración Universal de Derechos Humanos, a los instrumentos internacionales en materia de justicia penal 
y a nuestra Constitución, como el abuso de la figura del arraigo. 

3. Se modifique el texto constitucional para abolir la pena de muerte; que se establezca una reglamen­
tación específica que haga efectiva la presunción de inocencia en nuestro país; que se creen tribuna­
les de ejecución de penas privativas de libertad e institutos periciales autónomos, y que se dote de 
autonomía e independencia al Ministerio Público respecto del Poder Ejecutivo, estableciendo que 
su titular sea designado y removido por el Poder Legislativo. 

4. En la investigación científica del delito, que se considera un instrumento eficaz para evitar las 
violaciones a los Derechos Humanos, se requiere profesionalizar a los miembros de las corporaciones 
de policía, capacitándolos en el uso de técnicas y sistemas modernos. En este rubro se considera priori­
tario fortalecer el servicio civil de carrera para contar con agentes del Ministerio Público y policías 
judiciales con preparación académica y técnica adecuada y un perfil de personalidad idóneo. 

5. Con objeto de hacer vigente el respeto a los Derechos Humanos en el sistema penitenciario, se rea­
lice un análisis nacional del estado en que se encuentran los centros de readaptación social, cuyos 
resultados se den a conocer a la opinión pública, así como crear puestos de trabajo, impulsar la 
comercialización de los productos que elaboren los internos e incorporar la educación superior y 
técnica abiertas para su superación. Por lo que se debe humanizar la pena tomando como principio 
rector la readaptación social del individuo. 

6. Para evitar el hacinamiento en los reclusorios se analicen los criterios en que se basan las autorida­
des para conceder los beneficios de la libertad provisional bajo caución, la libertad anticipada, reducir 
las penas privativas de libertad y aumentar las penas alternativas. 

7. Se establezca un nuevo sistema de justicia para menores que garantice el respeto de sus derechos. 
Asimismo, deben diseñarse instrumentos diferenciados de los que el Estado utiliza para los adultos 
y admitirse que, en relación con los menores, el sistema jurídico debe desplazar finalidades represi­
vas para asumir un carácter tutelar, preventivo y resocializador. 

VII. DERECHOS HUMANOS Y TRATADOS INTERNACIONALES 

Como resultado del análisis de las 36 ponencias que se presentaron en relación con este tema, se propone: 

1. Vigilar el efectivo cumplimiento de los instrumentos internacionales en materia de Derechos 
Humanos firmados y ratificados por México, debiéndose adecuar la legislación interna tanto en el 
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ámbito federal como local. Para tales efectos, se propone analizar la posibilidad de otorgar a los 
organismos públicos de Derechos Humanos la facultad de iniciar leyes, para que puedan sugerir 
reformas legislativas que permitan el cumplimiento de los compromisos internacionales. 

2. Impulsar un esquema de globalización social mediante el establecimiento de un andamiaje jurídico 
internacional que garantice el respeto efectivo de los Derechos Humanos. Asimismo, hay que desarro­
llar un nuevo concepto de soberanía que comprenda el sentido universal de los mismos. 

3. Promover la aprobación de instrumentos internacionales en materias específicas, entre otras: 
la desaparición forzada, la discriminación en la esfera de la enseñanza, la discriminación hacia la 
mujer, los servicios de salud de los adolescentes y niños, el apoyo a las personas discapacitadas y 
de la tercera edad y la protección de los menores, debiéndose establecer un marco legislativo con­
gruente con las necesidades de estos grupos vulnerables. 

VIII. DERECHOS HUMANOS Y EL SISTEMA 
DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 

Con base en las 35 ponencias presentadas a este respecto y la discusión y debate en torno a las propues­
tas contenidas en las mismas, se propone que: 

1. Se apoye presupuestalmente a las instituciones públicas protectoras de Derechos Humanos para que 
impartan a los servidores de la administración pública cursos de capacitación y actualización sobre 
los derechos fundamentales de la persona. Igualmente, se considera primordial ampliar la compe­
tencia de estos organismos para que conozcan de asuntos laborales. 

2. Se erradique la práctica de las contralorías internas que, al recibir una Recomendación, suelen 
otorgar el carácter de parte al organismo público de Derechos Humanos, obligando a su representante 
legal a asistir al desahogo de las pruebas y alegatos, lo cual no está contemplado en las atribuciones 
que les otorga la ley. 

3. El procedimiento administrativo de responsabilidad se modifique de manera que sean jueces los que 
conozcan de las faltas atribuidas a funcionarios públicos y que los órganos de control interno exclu­
sivamente funjan como fiscal administrativo. En otro orden de ideas, se advirtió la necesidad de 
reformar el procedimiento del juicio político, para delimitar claramente las conductas que se pue­
den calificar como “graves” y establecer la sanción correspondiente a cada causal. 

4. Por último, se cree un corredor cultural de divulgación, promoción y protección de los derechos 
esenciales del hombre, que involucre a las instituciones públicas, a sus órganos de control interno 
y a los organismos protectores de Derechos Humanos. 
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Sólo me resta señalar que el ejercicio reflexivo llevado a cabo y las conclusiones a las que se arribó en 
este encuentro nacional, que contienen buena parte de las aspiraciones de mexicanos preocupados por la 
vigencia de los derechos esenciales de la persona, son prueba de la firmeza del compromiso de quienes 
participaron. Debemos tener presente que la defensa de los Derechos Humanos es tarea de todos, 
es decir, de los Poderes Legislativos federal y locales, las dependencias públicas, los organismos 
encargados de su defensa y la sociedad civil en general. 
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ACUERDOS EMITIDOS POR EL CONSEJO
 
CONSULTIVO DE LA COMISIÓN NACIONAL
 

DE LOS DERECHOS HUMANOS
 
DURANTE LA PRESENTE GESTIÓN
 

—El Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en su sesión ordinaria nú­
mero 136, celebrada el 14 de marzo de 2000, acordó lo siguiente: 

1/00. Suprimir la Coordinación de Seguimiento de Recomendaciones. 

2/00. Crear una Dirección General de Informática. 

3/00. Revisar el marco general editorial en fecha próxima. 

—El Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en su sesión ordinaria nú­
mero 137, celebrada el 4 de abril de 2000, acordó lo siguiente: 

4/00. Que se continúe trabajando sobre la estructura orgánica de la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos, presentada por el Director General de Administración. 

—El Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en su sesión ordinaria nú­
mero 138, celebrada el 9 de mayo de 2000, acordó lo siguiente: 

5/00. Que la Dirección General de Informática Jurídica se llame Dirección General de Informa­
ción Automatizada. 

—El Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en su sesión ordinaria nú­
mero 139, celebrada el 13 de junio de 2000, acordó lo siguiente: 
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6/00. Aprobar el Programa General de Trabajo. Acciones 2000. 

—El Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en su sesión ordinaria nú­
mero 140, celebrada el 11 de julio de 2000, acordó lo siguiente: 

7/00. Aprobar la modificación al Plan de Trabajo propuesta por la Dirección General de Comu­
nicación Social. 

—El Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en su sesión ordinaria nú­
mero 141, celebrada el 12 de septiembre de 2000, acordó lo siguiente: 

8/00. Adicionar el artículo 129 bis al Reglamento Interno de la CNDH, en los términos siguien­
tes: “Artículo 129 bis. La Comisión podrá emitir también Recomendaciones generales a las diver­
sas autoridades del país, a fin de que se promuevan los cambios y modificaciones de disposiciones 
normativas y prácticas administrativas que constituyan o propicien violaciones a los Derechos Hu­
manos. Estas Recomendaciones se elaborarán de manera similar que las particulares y se funda­
mentarán en los estudios realizados por la propia Comisión en cada una de las Visitadurías, previo 
acuerdo del Presidente. Las Recomendaciones generales contendrán en su texto los siguientes ele­
mentos: 1. Antecedentes; 2. Situación y fundamentación jurídica; 3. Observaciones, y 4. Recomen­
daciones. Las Recomendaciones generales no requieren aceptación por parte de las autoridades a 
quienes vayan dirigidas y se publicarán también en la Gaceta, pero se contabilizarán aparte y su 
seguimiento será general”. 

9/00. Que la administración y operación de la Biblioteca quede a cargo de la Secretaría Técnica 
del Consejo Consultivo, lo que permitiría integrar bajo una misma unidad administrativa las fun­
ciones de estudio, capacitación, publicaciones y biblioteca de la CNDH. 

—El Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en su sesión ordinaria 
número 143, celebrada el 14 de noviembre de 2000, acordó lo siguiente: 

10/00. Que las síntesis de las Recomendaciones se lean durante la sesión, pero que no se incor­
poren al Acta, y que la Recomendación completa se anexe a la propia Acta. 

11/00. Que el Resumen ejecutivo y la Presentación gráfica del Informe se presenten como un solo 
documento y que los Visitadores decidan qué se expone al Consejo en cada sesión. 

12/00. Dar a conocer al público la información que contiene el Resumen ejecutivo del Informe, 
después de que se revise qué materiales se incorporarían. 
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13/00. Que se incorpore la Recomendación 20/2000 al Acta de septiembre, para que quede junto 
a las que fueron expedidas en dicho mes. 

14/00. Discutir la naturaleza del Consejo, sus funciones y sus responsabilidades en una próxima 
sesión. 

—El Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en su sesión ordinaria nú­
mero 144, celebrada el 5 de diciembre de 2000, acordó lo siguiente: 

15/00. Que se utilice la expresión “escrito de queja” para referirse al expediente no calificado y 
“expediente de queja” al que ha sido calificado como que existen presuntas violaciones. 

16/00. Que en la página web de la CNDH se incorporen los informes en la forma que apruebe 
mensualmente el Consejo. 

—El Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en su sesión ordinaria nú­
mero 145, celebrada el 9 de enero de 2001, acordó lo siguiente: 

1/01. Que se dé una mayor difusión a la página web de la CNDH, en donde se incorporan los 
informes aprobados mensualmente por el Consejo. 

—El Consejo Consultivo de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en su sesión ordinaria nú­
mero 147, celebrada el 13 de marzo de 2001, acordó lo siguiente: 

2/01. Que a partir de 2001 la Dirección General de Administración se transforme en Coordina­
ción General de Administración, y que la Dirección General de Comunicación Social se convierta 
en Coordinación General de Comunicación Social. 

3/01. Que el Programa sobre Asuntos de la Mujer, la Niñez y la Familia, que estaba adscrito a la 
Primera Visitaduría, pase a la Cuarta Visitaduría; que el Programa para los Altos y Selva de Chia­
pas, adscrito a la Cuarta Visitaduría, se ubique en la Primera Visitaduría, y que el Programa de 
Agravio a Periodistas y Defensores Civiles de Derechos Humanos, que se encontraba adscrito a la 
Segunda Visitaduría, pase a la Cuarta Visitaduría. 

21 





Recomendaciones
 





Por definir (mayo)

 

 

Recomendación 9/2001
 

Síntesis: El 16 de marzo de 2000, la doctora María Rosa Márquez Cabrera presentó ante la Comisión 
Estatal de Derechos Humanos de Morelos un escrito de queja en contra del entonces Gobernador 
Constitucional del Estado de Morelos y del Delegado de la Procuraduría General de la República 
en esa Entidad Federativa, por considerar que al señor Rodolfo Benítez Figueroa, cuando se de­
sempeñó como ayudante municipal en Tehuixtla, Morelos, no se le brindó la protección necesaria, 
después de que denunció las actividades ilícitas que realizaban los señores Edilberto Padilla Váz­
quez y Evaristo Ríos Castillo, lo que trajo como consecuencia que dicho ex servidor público sufriera 
un atentado, en el que resultó lesionado por ocho proyectiles de arma de fuego que le privaron de 
la vida. 

Esta Comisión Nacional recibió el escrito de queja e inició el expediente correspondiente, asig­
nándosele el número 2000/1322, llevando a cabo las investigaciones necesarias. Del análisis de los 
resultados obtenidos en la investigación de los hechos se concluyó que fueron violados los Derechos 
Humanos del señor Benítez, en virtud de que los licenciados Antonio Martínez Rivera, Raúl Ortega 
Alarcón y José Luis Ángel Zuloaga no ejercieron las atribuciones que legalmente les confirió la 
Procuraduría General de Justicia del Estado de Morelos, respecto de la investigación y persecu­
ción de los ilícitos en el caso señalado. De tales actos se desprenden hechos que dejaron al señor 
Benítez en estado vulnerable frente a las amenazas de que fue objeto y posteriormente al sufrir un 
atentado en el que perdió la vida; homicidio sobre el cual no se realizaron investigaciones con las 
que se pudiera llegar a la verdad histórica de los acontecimientos y permitieran descubrir la iden­
tidad de los autores intelectuales y materiales de ese crimen; ello sin dejar de considerar que la 
actividad ministerial fue “suspendida” por un tiempo prolongado, sin que existiera causa legal, 
fundada y motivada para ello. 

Por lo anterior, el 3 de abril de 2001 esta Comisión Nacional emitió la Recomendación 9/2001, 
dirigida al licenciado Sergio Alberto Estrada Cajigal, Gobernador Constitucional del Estado de 
Morelos, recomendando girar instrucciones al Procurador General de Justicia de esa Entidad Fe­
derativa, a fin de que ordene lo conducente para que con toda oportunidad se determine conforme a 
Derecho la averiguación previa JO/3a./304/2000/03 y su acumulada JO/2a./1540/98/11, respecto de 
los ilícitos de los que fue víctima el señor Benítez. Asimismo, se dé vista al órgano de control interno 
que corresponda, a fin de que inicie y determine, conforme a Derecho, un procedimiento adminis­
trativo de investigación en contra de los servidores públicos involucrados en los hechos materia de 
la queja, y de ser procedente solicite el inicio de la averiguación previa que corresponda, por las omi­
siones que quedaron precisadas, y se ordene lo conducente, a fin de que oportunamente se dé cuenta 
a esta Comisión Nacional de los Derechos Humanos sobre las actuaciones que practique la citada au­
toridad administrativa, desde el inicio de su intervención hasta la conclusión de la misma, y por 
último, girar instrucciones al Procurador General de Justicia de esa Entidad Federativa para que, 
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mediante un acuerdo que dirija a los agentes del Ministerio Público de esa institución de procura­
ción de justicia, se tomen las medidas pertinentes a fin de que en casos similares a los que se con­
templan en la presente Recomendación se proporcione a las víctimas de los delitos la atención y 
protección debidas en los términos previstos por los artículos 12 y 119 del Código de Procedimien­
tos Penales de esa Entidad Federativa. 

México, D. F., 3 de abril de 2001 

Caso del señor Rodolfo Benítez Figueroa 

Lic. Sergio Alberto Estrada Cajigal,
 
Gobernador Constitucional del Estado
 
de Morelos,
 
Cuernavaca, Mor.
 

Distinguido Gobernador: 

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, 
con fundamento en lo dispuesto por los artícu­
los 102, apartado B, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, y 1o.; 3o.; 6o., 
fracciones II, inciso b), y III; 15, fracción VII; 
24, fracción IV; 44; 46, y 51, de la Ley de la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos, ha 
examinado los elementos contenidos en el ex­
pediente 2000/1322/2, relacionados con el caso 
del señor Rodolfo Benítez Figueroa, y vistos los 
siguientes: 

I. HECHOS 

A. El 16 de marzo de 2000 la doctora María Rosa 
Márquez Cabrera presentó ante la Comisión Es­
tatal de Derechos Humanos de Morelos un escri­
to de queja en contra de los entonces Gobernador 
Constitucional del Estado de Morelos, y Dele­
gado de la Procuraduría General de la República 
en esa Entidad Federativa, por considerar que 

al señor Rodolfo Benítez Figueroa, cuando se 
desempeñó como ayudante municipal en Tehuix­
tla, Morelos, no le brindaron la protección ne­
cesaria, después de que denunció las activida­
des ilícitas que realizaban los señores Edilberto 
Padilla Vázquez y Evaristo Ríos Castillo, lo que 
trajo como consecuencia que, dicho ex servidor 
público sufriera un atentado, en el que resultó 
lesionado por ocho proyectiles disparados por 
arma de fuego que le privaron de la vida. 

B. Con motivo de lo anterior, la Comisión Es­
tatal inició el expediente número 141/2000/1, cu­
yas actuaciones fueron turnadas a esta Comisión 
Nacional en atención a su competencia, mismas 
que se radicaron en el expediente de queja 2000/ 
1322/2, donde se admitió la instancia y se noti­
ficó a las autoridades señaladas como respon­
sables los actos contenidos en el escrito de re­
ferencia, con la finalidad de que emitieran sus 
respectivos informes, los cuales fueron rendi­
dos en su oportunidad, y cuya valoración será 
enunciada en el capítulo Observaciones de la pre­
sente Recomendación. 

II. EVIDENCIAS 

A. El escrito de queja que la doctora María Rosa 
Márquez Cabrera presentó el 16 de marzo de 2000 
ante la Comisión Estatal de Derechos Humanos 
de Morelos, el cual en la misma fecha fue tur­
nado por razón de competencia a esta Comisión 
Nacional. 
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B. El informe que el licenciado Jorge Morales 
Barud, entonces Gobernador Constitucional del 
Estado de Morelos, rindió a esta Comisión Na­
cional a través del oficio SP/0116/2000, del 31 
de marzo de 2000. 

C. El oficio 2161/00DGPDH, del 12 de abril de 
2000, suscrito por el licenciado Joaquín Gon­
zález Casanova, entonces Director General de 
Protección a los Derechos Humanos de la Procu­
raduría General de la República, a través del 
cual obsequió una copia de la averiguación pre­
via 753/98/10 que consignó la Representación 
Social de la Federación en el Estado de More-
los ante el Juez Segundo de Distrito de la mis­
ma Entidad Federativa. 

D. El oficio DH/553/00, del 17 de mayo de 2000, 
suscrito por el licenciado Antonio T. Sánchez Ló­
pez, jefe de la Oficina de Derechos Humanos de 
la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Morelos, en el que informó a esta Comisión 
Nacional la situación procesal en la que a esa 
fecha se encontraban las averiguaciones previas 
JO/2a./1540/98/11 y JO/3a./304/2000/03, ini­
ciadas los días 19 de noviembre de 1998 y 15 de 
marzo de 2000, respectivamente, por la denuncia 
de hechos que presentó el señor Rodolfo Benítez 
Figueroa y por el homicidio de dicha persona. 

E. La copia certificada de la averiguación pre­
via JO/2a./1540/98/11, que el 19 de noviembre 
de 1998 inició el licenciado Antonio Martínez 
Rivera, agente del Ministerio Público adscrito al 
primer turno de la Agencia Única Investigado­
ra en Jojutla, Morelos, de la Procuraduría Ge­
neral de Justicia de la misma Entidad Federati­
va, por el delito de amenazas que denunció el 
señor Rodolfo Benítez Figueroa. 

F. La copia certificada de la averiguación pre­
via JO/3a./304/2000/03, que el 15 de marzo de 

2000 inició el licenciado Enrique Antúnez Angu­
lo, agente del Ministerio Público adscrito al se­
gundo turno del Cuarto Distrito Judicial en Jo­
jutla, Morelos, de la Procuraduría General de 
Justicia de la misma Entidad Federativa, por el 
homicidio del señor Rodolfo Benítez Figueroa. 

G. El oficio 3413/00DGPDH, del 16 de junio de 
2000, suscrito por el licenciado Joaquín Gonzá­
lez Casanova, entonces Director General de Pro­
tección a los Derechos Humanos de la Procura­
duría General de la República, a través del cual 
obsequió a esta Comisión Nacional una fotoco­
pia de la averiguación previa 254/2000, que el 
23 de marzo de 2000 inició el licenciado Luis Ma­
riano Díaz Mejía, agente del Ministerio Público 
de la Federación en Cuernavaca, Morelos, con 
motivo del desglose de la averiguación previa 
JO/3a./304/2000/03, que le turnó la Procuradu­
ría General de Justicia de la misma Entidad Fe­
derativa. 

H. El acta circunstanciada que los visitadores ad­
juntos de esta Comisión Nacional elaboraron el 
26 de enero de 2001, quienes se presentaron en 
las instalaciones de la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Morelos, donde consul­
taron los originales de las averiguaciones pre­
vias JO/2a./1540/98/11 y JO/3a./304/2000/03. 

I. El oficio DGAPPP/183/2001/01, del 26 de 
enero de 2001, suscrito por el licenciado Rogelio 
Sánchez Pérez, Director General de Averiguacio­
nes Previas y Procedimientos Penales Zona Sur 
Poniente de la Procuraduría General de Justicia 
del Estado de Morelos, dirigido a esta Comisión 
Nacional, en el que hizo constar la visita que rea­
lizaron a esa dependencia los visitadores adjuntos 
comisionados para la consulta de las averiguacio­
nes previas JO/2a./1540/98/11 y JO/3a./304/2000/ 
03, a quienes se les proporcionó una copia cer­
tificada de las indagatorias antes referidas. 
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III. SITUACIÓN JURÍDICA 

El 19 de septiembre de 1998 el señor Rodolfo Be­
nítez Figueroa, cuando ejercía el cargo de ayu­
dante municipal en el Ayuntamiento de Jojutla, 
Morelos, dirigió al licenciado Jorge Morales Ba­
rud, entonces Gobernador Constitucional del Es­
tado de Morelos, un escrito a través del cual le 
comunicó que agentes de la Policía Judicial Fe­
deral comisionados en esa Entidad Federativa 
habían efectuado, el 15 del mes y año mencio­
nados, un operativo en Tehuixtla, Morelos, que 
concluyó con la detención de una persona que en 
esa comunidad era conocida como narcotrafi­
cante y quien en la misma fecha fue puesta en 
libertad. 

Ante tales circunstancias, el entonces titular 
del Ejecutivo local, a través de la Procuraduría 
General de Justicia del Estado de Morelos, tur­
nó el caso a la Procuraduría General de la Re­
pública para que se avocara a la investigación 
de los hechos denunciados por el señor Benítez 
Figueroa, la cual se realizó dentro de la averi­
guación previa 753/98/10, en la que se deter­
minó el ejercicio de la acción penal de los seño­
res Edilberto Padilla Vázquez y Evaristo Ríos 
Castillo, por diversos delitos contra la salud, con­
signándose la indagatoria ante el Juez Segundo 
de Distrito en el Estado de Morelos, quien final­
mente les dictó una sentencia condenatoria. 

Ahora bien, dentro de la causa penal que se les 
instauró a los entonces procesados se encuentra 
el desahogo de los careos que éstos sostuvieron 
con el señor Rodolfo Benítez Figueroa, quien a 
partir de ese momento comenzó a recibir, a tra­
vés de la vía telefónica, una serie de amenazas 
que lo llevaron a temer por su seguridad perso­
nal y la de su familia, y por esa razón compare­
ció ante el licenciado Antonio Martínez Rivera, 
agente del Ministerio Público del primer turno, 

adscrito a la Agencia Única Investigadora en Jo­
jutla, Morelos, para denunciar tales aconteci­
mientos en la averiguación previa JO/2a./1540/ 
98/11, sin que dicho representante social dicta­
ra las medidas convenientes para proteger la in­
tegridad de esa persona, no obstante de que ésta 
resultó ser la víctima de una conducta delictiva 
y sin que tomara en consideración las constan­
cias que ofreció al momento de formular su de­
nuncia. 

En similar omisión incurrió el licenciado Raúl 
Ortega Alarcón, titular de la Segunda Mesa de 
Trámite de la Procuraduría General de Justicia en 
la misma Entidad Federativa, a quien no obstante 
que se le turnó la citada indagatoria para que 
continuara con su integración, también omitió 
dictar las medidas necesarias para proteger al 
denunciante, por más de un año no actúo en la ci­
tada averiguación previa y tampoco logró esta­
blecer la identidad de los sujetos activos que le 
profirieron las amenazas al señor Benítez Fi­
gueroa, quien quedó en estado vulnerable al no 
brindársele una correcta protección a la que te­
nía derecho, y bien pudo ser el factor importan­
te que aprovecharon sus victimarios el 15 de mar­
zo de 2000 cuando lo privaron de la vida. 

En ese orden de ideas, también resulta oportu­
no señalar que el licenciado José Luis Ángel Zu­
loaga, agente del Ministerio Público de la Procu­
raduría General de Justicia del Estado de Morelos, 
encargado de integrar la averiguación previa JO/ 
3a./304/2000/03, que se inició con motivo del 
homicidio del señor Rodolfo Benítez Figueroa 
y a la que se acumuló la averiguación previa JO/ 
2a./1540/98/11 antes citada, omitió promover 
la pronta, expedita y debida procuración de jus­
ticia, en virtud de que, a un año de tener bajo su 
responsabilidad la investigación de ese evento 
delictivo, no realizó las investigaciones nece­
sarias que le permitieran establecer la identidad 
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y la ubicación de los presuntos responsables de 
ese homicidio, e, incluso, el mencionado repre­
sentante social suspendió dicha investigación por 
más de cuatro meses, sin existir causa o motivo 
justificado. 

IV. OBSERVACIONES 

Los resultados obtenidos en la investigación de los 
hechos que dieron origen al expediente de que­
ja 2000/1322/2 permiten confirmar que los li­
cenciados Antonio Martínez Rivera, Raúl Ortega 
Alarcón y José Luis Ángel Zuloaga, no ejercie­
ron las atribuciones que legalmente les confirió 
la Procuraduría General de Justicia del Estado 
de Morelos, respecto de la investigación y per­
secución de los ilícitos en el caso del señor Rodol­
fo Benítez Figueroa. De tales actos se despren­
den hechos que dejaron al señor Benítez Figueroa 
en estado vulnerable frente al o los sujetos acti­
vos que primero lo amenazaron y después, po­
siblemente, lo mataron; homicidio sobre el cual 
no se realizaron investigaciones con las que se 
pudiera llegar a la verdad histórica de los acon­
tecimientos y permitieran descubrir la identidad 
de los autores intelectuales y materiales de ese 
crimen; ello sin dejar de considerar que la acti­
vidad ministerial fue “suspendida” por un es­
pacio de tiempo prolongado, sin que existiera 
causa legal fundada y motivada para ello. 

Las consideraciones anteriores permiten con­
firmar la existencia de violación a los Derechos 
Humanos, cuya motivación se encuentra susten­
tada en el razonamiento lógico-jurídico, así como 
en la adminiculación de las evidencias que a con­
tinuación se detallan: 

A. En ese orden de ideas, del análisis realizado 
al conjunto de evidencias que forman parte del 
expediente de queja 2000/1322/2, el cual se 

sustanció en esta Comisión Nacional y dentro de 
las cuales se encuentran la fotocopia certificada 
de la averiguación previa JO/2a./1540/98/11, 
se observó que el licenciado Antonio Martínez 
Rivera, agente del Ministerio Público del primer 
turno, adscrito a la Agencia Única Investigado­
ra en Jojutla, Morelos, incurrió en omisiones 
en el ejercicio de su función, las cuales vulnera­
ron el derecho a la debida protección como víc­
tima del delito y la debida procuración de justi­
cia de la persona que en vida llevó el nombre de 
Rodolfo Benítez Figueroa, en atención a los si­
guientes razonamientos: 

El 19 de noviembre de 1998, cuando compare­
ció el señor Rodolfo Benítez Figueroa ante el li­
cenciado Antonio Martínez Rivera, agente del 
Ministerio Público del primer turno, adscrito a 
la Agencia Única Investigadora de la Procura­
duría General de Justicia en Jojutla, Morelos, para 
denunciar el delito de amenazas inferidas en su 
agravio, señaló en su narrativa de hechos lo si­
guiente: 

Que el motivo de su comparecencia es para 
hacer formal denuncia de hechos que con­
sidera constitutivos de un hecho ilícito co­
metido en su agravio y en contra de quien o 
quienes resulten responsables y que esto vie­
ne a consecuencia de una denuncia que hizo 
por escrito al licenciado Jorge Morales Ba­
rud, Gobernador del Estado de Morelos, en 
su carácter, el de la voz, de ayudante muni­
cipal de Tehuixtla, Municipio de este lugar, 
el 19 de septiembre de 1998, por medio del 
cual denuncia a personas de fuera que están 
viviendo en Tehuixtla, que al parecer se dedi­
can al narcotráfico, por lo que tuvo que com­
parecer a la Delegación de la PGR de la ciudad 
de Cuernavaca, una vez que la Judicial Fede­
ral efectuó un operativo en el cual fueron 
detenidas como ocho personas aproximada­
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mente, entre ellos el que tenía o tiene el Ho­
tel Posada Tehuixtla, quien al parecer res­
ponde al nombre de Evaristo Ríos Castillo 
(sic) y fue como fue careado con uno de los 
detenidos que responde al nombre de Edil­
berto Padilla, por el motivo de que familia­
res de estas personas, por conducto de un 
abogado, le pidieron al de la voz que se re­
tractara de la denuncia que se había presen­
tado por medio del Gobernador, así como 
también tenía que ratificar dicho escrito que 
como ayudante municipal de Tehuixtla hizo 
la denuncia y que a partir de ese careo ha re­
cibido amenazas de ajustes de cuentas por 
medio del teléfono de estas personas; así como 
también de que van a ajustar cuentas con sus 
familiares del declarante, de que las cosas 
no iban a quedar así y que el de la voz andu­
viera muy campante paseándose en su pueblo, 
por lo que comparece ante esta representación 
Social a presentar formal denuncia (sic) ya 
que tiene temor de que le puedan privar de la 
vida, así como a alguno de sus familiares como 
venganza de la denuncia que hizo, a quien 
los hace directamente responsables a los fa­
miliares de las personas que se encuentran 
detenidas (sic). 

De igual forma, el entonces denunciante exhi­
bió a dicho agente del Ministerio Público el es­
crito que dirigieron, el 30 de octubre de 1998, los 
integrantes de la comunidad de Tehuixtla, Mo­
relos, al entonces Gobernador Constitucional de 
la misma Entidad Federativa, donde, entre otras 
manifestaciones, le externaron lo siguiente: 

Por este conducto la comunidad de Tehuix­
tla le agradece el apoyo por el operativo que 
se hizo el 17 de octubre de 1998 en esta co­
munidad, donde se detuvo a varios presun­
tos narcotraficantes (sic); también le quere­
mos manifestar que si a los aquí firmantes o 

si a alguna de nuestras autoridades les lle­
gase a pasar algo, hacemos responsables di­
rectos a las personas que presuntamente se 
dedican al narcotráfico y que toda la comu­
nidad se manifestará por otros medios; es por 
eso señor Gobernador que le pedimos su pron­
ta intervención antes de que pase una trage­
dia y sufra gente inocente y que lo único que 
estamos haciendo es manifestarnos en con­
tra de estas acciones (sic). 

En ese sentido, el análisis que esta Comisión 
Nacional realizó respecto de las actuaciones y 
diligencias llevadas a cabo dentro de la averigua­
ción previa JO/2a./1540/98/11, permite concluir 
que el referido agente del Ministerio Público ads­
crito al primer turno de la Agencia Investigado­
ra de Jojutla, Morelos, una vez que recibió la 
citada denuncia, sólo realizó dos diligencias el 
19 de noviembre de 1998, que corresponden a 
la recepción de las documentales que le fueron 
ofrecidas por el señor Benítez Figueroa, así como 
a la intervención que le dio al Director de la Po­
licía Judicial de aquella ciudad para que elemen­
tos de la citada corporación policiaca realizaran 
una investigación de los hechos denunciados y, 
enseguida, en la misma fecha, acordó remitir 
sus actuaciones a la Mesa de Trámite correspon­
diente por considerar que faltaban diligencias 
por practicar. 

Ahora bien, del estudio de dichas actuaciones 
ministeriales se desprende que el licenciado An­
tonio Martínez Rivera omitió realizar una valo­
ración del contenido de la denuncia que se le for­
muló, así como de las documentales que se le 
ofrecieron, pues de haber tomado en considera­
ción tales elementos de prueba, necesariamente 
hubiera dictado las medidas convenientes para 
brindar protección al señor Benítez Figueroa, 
tal y como se establece en los artículos 12, pá­
rrafo primero, y 119, párrafo primero, del Có­
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digo Adjetivo Penal para el Estado de Morelos, 
que a la letra señalan: 

Artículo 12. En el ejercicio de sus atribucio­
nes, el Ministerio Público recibirá las denun­
cias y querellas que se presenten por hechos 
probablemente delictuosos cometidos en el 
Estado de Morelos, realizará las investiga­
ciones conducentes a comprobar los datos que 
acrediten el cuerpo del delito, así como la 
probable responsabilidad del indiciado, dic­
tará las medidas convenientes para la pro­
tección del ofendido y, en general, de las 
víctimas de la conducta delictiva, resolverá 
o solicitará el aseguramiento de objetos re­
lacionados con el delito, inclusive los men­
cionados en el segundo párrafo del artículo 
22 de la Constitución General de la Repú­
blica con adecuación al procedimiento seña­
lado para su caso, y la adopción de medidas 
precautorias, ejercitará la acción penal, apor­
tará las pruebas de sus pretensiones, reque­
rirá la aplicación de sanciones, propondrá 
la liberación de quienes resulten inocentes, 
hará las promociones e intentará los recur­
sos pertinentes en el procedimiento judicial 
y vigilará el debido cumplimiento de las sen­
tencias. 

[...] 

Artículo 119. Iniciada la averiguación, el Mi­
nisterio Público o la autoridad que legalmente 
lo sustituya y actúe en su auxilio adoptarán 
las medidas conducentes para comprobar los 
datos que acrediten el cuerpo del delito en el 
caso que se investiga, las circunstancias en 
que se cometió éste, la identidad y respon­
sabilidad de quienes participaron en él, así 
como a salvaguardar los legítimos intereses 
del ofendido, asegurar las personas y cosas 
relacionadas con los hechos, precisar los da­

ños y perjuicios causados y, en general, de­
sarrollar legalmente la averiguación confor­
me a la naturaleza y finalidades de ésta. 

[...] 

En ese orden de ideas, omitió atender tam­
bién los siguientes elementos de convicción: 

1. Que la manifestación del señor Rodolfo Be­
nítez Figueroa, en el sentido de que “tenía te­
mor de que se le pudiera privar de la vida”, se 
encontraba sustentada en el hecho de que des­
pués de obrar en el ejercicio de una obligación 
consignada en la ley, cuando denunció las con­
ductas ilícitas a que se dedicaban los hasta en­
tonces procesados Evaristo Ríos Castillo y Edil­
berto Padilla Vázquez, los familiares de éstos, 
por conducto de un abogado, pretendían lograr 
que se retractara de las imputaciones que for­
muló en contra de dichas personas. 

2. Que a partir del careo que sostuvo con dichos 
procesados, el denunciante tuvo temor de que se 
causara daño a su persona o a la de sus familia­
res, después de recibir por la vía telefónica un 
“aviso” sobre un ajuste de cuentas, ya que, se­
gún se le indicó por ese medio de comunicación, 
“que las cosas no iban a quedarse así y que no 
anduviera muy campante paseándose en su pue­
blo”, situación que generó la intranquilidad del 
señor Rodolfo Benítez Figueroa, y motivó que 
denunciara los hechos ante el Ministerio Públi­
co; y 

3. Que los habitantes de Tehuixtla, Morelos, hi­
cieron patente su intranquilidad ante posibles ac­
tos de venganza en contra de ellos o de sus au­
toridades, que estaban emprendiendo acciones 
encaminadas a erradicar el narcotráfico de su 
comunidad, tal es el caso del señor Rodolfo Be­
nítez Figueroa. 
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Con lo anterior quedó confirmado que el licen­
ciado Antonio Martínez Rivera, al ejercer el car­
go de agente del Ministerio Público que le confi­
rió el Procurador General de Justicia del Estado 
de Morelos, incurrió en un incumplimiento de 
la función pública en la procuración de la justi­
cia, ya que dejó en estado de vulnerabilidad al 
señor Rodolfo Benítez Figueroa, frente a los su­
jetos activos que le infirieron amenazas, las que le 
fueron denunciadas; ello se traduce en la omi­
sión de dictar las medidas de protección a la víc­
tima del delito, tal y como lo prevé el párrafo 
primero del artículo 12 del Código de Procedi­
mientos Penales para aquel Estado, omisión que 
debe ser investigada por el Órgano de Control 
Interno correspondiente, ya que con tales con­
ductas se transgredieron las disposiciones conte­
nidas en el artículo 27, fracción I, de la Ley de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos 
para la misma Entidad Federativa, en virtud de 
que el citado servidor público no cumplió con di­
ligencia el servicio que le fue encomendado. 

B. En el mismo contexto se encuentra el caso 
del licenciado Raúl Ortega Alarcón, titular de 
la Segunda Mesa de Trámite de la Procuraduría 
General de Justicia en la misma Entidad Fede­
rativa, quien incurrió en omisiones que, a su vez, 
vulneraron el derecho a la debida procuración 
de justicia en la averiguación previa JO/2a./1540/ 
98/11, pues en ella no aparece que dicho repre­
sentante social haya realizado alguna actuación 
desde el 23 de noviembre de 1998, fecha en que 
radicó esa indagatoria en la Mesa de Trámite de 
la cual era su titular, hasta el 19 de mayo de 2000, 
en que se acumuló ésta a la averiguación previa 
JO/3a./304/2000/03 (donde se investiga el ho­
micidio del señor Rodolfo Benítez Figueroa), 
lo que resultó ser un impedimento para estable­
cer los nombres de los familiares de los ahora 
sentenciados, que por conducto de un abogado 
le “sugirieron” al señor Benítez Figueroa que 

se retractara de la denuncia que formuló contra 
dichas personas; asimismo, omitió realizar las in­
vestigaciones a que estaba obligado, hacer com­
parecer a los probables responsables y dictar las 
medidas de protección para la víctima del delito. 

De igual forma omitió ordenar lo conducente 
para establecer el lugar de procedencia de las lla­
madas telefónicas que refirió el señor Rodolfo 
Benítez Figueroa, a través de las cuales se le infi­
rieron las amenazas que precisó en su denuncia, 
lo cual hubiera ayudado a dicho representante 
social a requerir la comparecencia de los titula­
res de los números telefónicos donde se genera­
ron dichas llamadas. Por otra parte, no pasa in­
advertido que al igual que el licenciado Antonio 
Martínez Rivera, el licenciado Raúl Ortega Alar­
cón tampoco dictó las medidas convenientes para 
brindarle protección al señor Rodolfo Bení­
tez Figueroa, conforme a lo dispuesto por los 
artículos 12 y 119, párrafo primero, del Códi­
go Adjetivo Penal para el Estado de Morelos, 
no obstante de contar para ello con los elemen­
tos de convicción precisados en el apartado que 
antecede. 

Asimismo, dicho representante social omitió 
hacer comparecer a los miembros de la comuni­
dad de Tehuixtla, Morelos, para que ratificaran 
y, en su caso, ampliaran su manifestación ver­
tida en el escrito que dirigieron al Gobernador 
del Estado de Morelos el 30 de octubre de 1998, 
con la finalidad de que aportaran otros elemen­
tos de prueba que le hubiesen permitido llegar 
a la verdad histórica de los acontecimientos. 

En virtud de lo señalado se concluye que con 
tales omisiones se transgredieron las disposicio­
nes contenidas en el artículo 27, fracción I, de 
la Ley de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos para la misma Entidad Federativa, al 
no cumplir con diligencia el servicio que le fue 
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encomendado y cuya inobservancia dejó en es­
tado de indefensión al señor Benítez Figueroa 
frente a los sujetos activos que le infirieron las 
amenazas que refirió en su denuncia. 

C. De la misma manera, del estudio realizado 
a las actuaciones practicadas en la averiguación 
previa JO/3a./304/2000/03, se observó que el li­
cenciado José Luis Ángel Zuloaga, agente del 
Ministerio Público adscrito a la Subprocuradu­
ría Zona Sur Poniente de la Procuraduría Ge­
neral de Justicia del Estado de Morelos, quien 
tiene a su cargo la investigación del homicidio del 
señor Rodolfo Benítez Figueroa, vulneró el de­
recho a la debida procuración de justicia al re­
trasar la integración de dicha indagatoria y no 
seguir una investigación tendente al esclareci­
miento de dicho ilícito, lo cual se acredita con 
las siguientes evidencias: 

1. El 19 de mayo de 2000 emitió un acuerdo a 
través del cual ordenó la acumulación de la averi­
guación previa JO/2a./1540/98/11, que se ini­
ció por el delito de amenazas que denunció el 
extinto Rodolfo Benítez Figueroa, a la indaga­
toria JO/3a./304/2000/03. 

2. Una vez acumuladas las citadas indagatorias, 
el 30 de mayo de 2000 emitió un acuerdo en el 
siguiente sentido: 

Visto el estado que guardan las presentes dili­
gencias de averiguación previa hasta el mo­
mento practicadas y desprendiéndose de las 
mismas que con fecha diecinueve de noviem­
bre de mil novecientos noventa y ocho, el hoy 
occiso Rodolfo Benítez Figueroa denunció 
hechos constitutivos del delito de amenazas 
cometido en su agravio y en el de su familia, 
lo anterior en virtud de haber hecho del cono­
cimiento de las autoridades federales, loca­
les de que un grupo de sujetos, entre ellos 

los CC. Evaristo Ríos Castillo y Edilberto Pa­
dilla Vázquez, se dedicaban al narcotráfico 
en el poblado de Tehuixtla, Morelos, moti­
vando con ello la detención de las aludidas 
personas, entre otras, mediante un operativo 
efectuado por la Procuraduría General de Jus­
ticia y a partir de la fecha de detención de 
éstos, el hoy occiso recibió infinidad de ame­
nazas de muerte, mismas que se cumplieron 
dando origen a la indagatoria JO/3a./304/00/ 
03, por lo que se requiere a efecto de escla­
recer los hechos antes mencionados y como 
una hipótesis de investigación, entre otras, la 
revisión de visitas llevadas a cabo al interior 
del Centro de Readaptación Social de Cuer­
navaca, Morelos, específicamente de los hoy 
procesados Evaristo Ríos Castillo y Edilberto 
Padilla Vázquez, toda vez que esta Repre­
sentación Social considera que tienen rela­
ción directa en los hechos que se investigan 
los aludidos procesados, por los hechos de­
nunciados del hoy occiso, motivando con ello 
obtener la relación de nombres de personas 
y domicilios para su correspondiente inves­
tigación, para tal efecto se deberá trasladar 
al interior del Centro de Readaptación So­
cial para la práctica de la diligencia ocular 
en los libros de visitas que se llevan a cabo 
para ingresar a dicha dependencia readap­
tadora (sic). 

3. El 31 de mayo de 2000 practicó inspección 
ocular en el Centro de Readaptación Social del 
Estado de Morelos, donde revisó los libros de 
visitas de los internos Edilberto Padilla Vázquez 
y Evaristo Ríos Castillo. 

4. El 5 de junio de 2000 agregó a las actuacio­
nes el informe que le rindieron, el 2 del mes y 
año citados, los señores Jorge García González 
y Félix Ávila Garduño, Director y comandante 
de la Policía Judicial Estatal, respectivamente. 
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5. El 28 de agosto de 2000 agregó a las actua­
ciones el informe que le rindieron, el 6 de junio 
del año mencionado, los señores Jorge García 
González y F‚lix Ávila Garduño, Director y co­
mandante de la Policía Judicial Estatal, respec­
tivamente. 

De lo anterior resulta que, de las actuaciones 
realizadas por el licenciado José Luis Ángel Zu­
loaga, en torno al esclarecimiento del homici­
dio del señor Rodolfo Benítez Figueroa, se des­
prende una clara contradicción entre el criterio 
que sostuvo dicho representante social en su acuer­
do del 30 de mayo de 2000, con el estado actual 
que guardan sus actuaciones; esto es, que no obs­
tante el pronunciamiento sobre la existencia de 
“una hipótesis” que le permitió vincular a los 
ahora sentenciados Evaristo Ríos Castillo y Edil­
berto Padilla Vázquez con la muerte del señor 
Benítez Figueroa por haber denunciado sus ac­
tividades ilícitas, no aparece en la indagatoria que 
se hubiese allegado “la relación de nombres de 
personas y domicilios para su correspondiente 
investigación”, como textualmente lo ordenó en 
el acuerdo que se comenta. 

De igual forma, se acreditó que dicho servi­
dor público tampoco realizó un correcto análi­
sis de la narrativa de hechos del señor Rodolfo 
Benítez Figueroa, cuando denunció el delito de 
amenazas que dio origen a la averiguación pre­
via JO/2a./1540/98//11, ni a las constancias que 
se anexaron en esa indagatoria, ya que de haber 
sido así, necesariamente tendría que haber acor­
dado la citación de los habitantes de la comuni­
dad de Tehuixtla, Morelos, quienes dirigieron, 
el 30 de octubre de 1998, un escrito al entonces 
Gobernador de aquel Estado, en los términos 
arriba precisados, con la finalidad de que aporta­
ran mayores datos que facilitaran su investi­
gación y, de haber sido el caso, también debió 
haber solicitado que se lograra la ubicación del 

abogado que sugirió al entonces agraviado que 
se “retractara” de la denuncia que formuló en 
contra de los señores Evaristo Ríos Castillo y 
Edilberto Padilla Vázquez. 

Es necesario señalar que también el licenciado 
José Luis Ángel Zuloaga ha retrasado el curso 
de su investigación, toda vez que a partir del 28 de 
agosto de 2000 hasta el 26 de enero de 2001 no 
se ha registrado en la citada averiguación pre­
via alguna actuación, como según lo pudo con­
firmar el personal de esta Comisión Nacional, 
que en la última de las fechas señaladas consul­
tó esa indagatoria en la Dirección General de 
Averiguaciones Previas y Procedimientos Pena­
les Zona Sur Poniente de la Procuraduría General 
de Justicia del Estado de Morelos; circunstan­
cia que deja en claro que dicho servidor público 
no promovió la pronta, adecuada y debida pro­
curación de justicia, y en ese contexto contravi­
no las disposiciones contenidas en el artículo 27, 
fracción I, de la Ley de Responsabilidades de 
los Servidores Públicos para la misma Entidad 
Federativa, por no cumplir con diligencia el ser­
vicio que le fue encomendado. 

También resulta oportuno señalar que entre 
las actuaciones analizadas por esta Comisión Na­
cional se encuentran las constancias que obse­
quiaron el licenciado Antonio T. Sánchez Ló­
pez, jefe de la Oficina de Derechos Humanos de 
la citada Procuraduría, mediante el oficio DH/ 
553/00, del 17 de mayo de 2000, así como el 
licenciado Rogelio Sánchez Pérez, Director Ge­
neral de Averiguaciones Previas y Procedimien­
tos Penales Zona Sur Poniente de la Procuradu­
ría General de Justicia del Estado de Morelos, a 
través del diverso DGAPPP/183/2001/01, del 
26 de enero de 2001, y con las cuales se eviden­
cia que los licenciados Antonio Martínez Rivera, 
Raúl Ortega Alarcón y José Luis Ángel Zuloa­
ga, con las omisiones que han quedado precisa­
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das, no cumplieron con las disposiciones conte­
nidas en el párrafo primero del artículo 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Me­
xicanos y transgredieron lo dispuesto en los pre­
ceptos 3o., párrafo tercero; 6o., 12, y 119, del 
Código de Procedimientos Penales para el Estado 
de Morelos; 2o., fracciones II y IV; 6o., frac­
ción I, y 29, de la Ley Orgánica de la Procura­
duría General de Justicia del Estado de More-
los, así como el 6o., fracción VIII, inciso d), de 
su Reglamento Interno. 

De todo lo anterior también resulta evidente 
que con las omisiones descritas se contravinie­
ron los diversos dispositivos contenidos en las 
declaraciones y tratados internacionales de De­
rechos Humanos ratificados por México, tales 
como el artículo I y la parte inicial del XVIII de 
la Declaración Americana de los Derechos y De­
beres del Hombre; 5o., y 6o., inciso c), de la 
Declaración sobre los Principios Fundamenta­
les de Justicia para las Víctimas de Delitos y del 
Abuso del Poder; 2.1, parte inicial, 7 y 30, de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos; 
así como 4o. de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, que en su aspecto positivo 
se reconocen por el artículo 133 de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Por las consideraciones antes enunciadas, esta 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
se permite formular respetuosamente a usted, 
Gobernador Constitucional del Estado de Mo­
relos, las siguientes: 

V. RECOMENDACIONES 

PRIMERA. En atención a los razonamientos ver­
tidos en el capítulo Observaciones del presente 
documento, se sirva girar sus instrucciones al 
Procurador General de Justicia de esa Entidad 

Federativa, a fin de que ordene lo conducente 
para que con toda oportunidad se determine con­
forme a Derecho la averiguación previa JO/3a./ 
304/2000/03 y su acumulada JO/2a./1540/98/ 
11, respecto de los ilícitos de los que fue vícti­
ma el señor Rodolfo Benítez Figueroa. 

SEGUNDA. Se dé vista al órgano de control in­
terno que corresponda, a fin de que inicie y deter­
mine, conforme a Derecho, un procedimiento 
administrativo de investigación en contra de los 
servidores públicos que se mencionan en los pun­
tos A, B y C del capítulo Observaciones de la 
presente resolución, y de ser procedente solici­
te el inicio de la averiguación previa que corres­
ponda, por las omisiones que quedaron preci­
sadas, y se ordene lo conducente, a fin de que 
oportunamente se d‚ cuenta a esta Comisión Na­
cional de los Derechos Humanos sobre las ac­
tuaciones que practique la citada autoridad ad­
ministrativa, desde el inicio de su intervención, 
hasta la conclusión de la misma. 

TERCERA. Gire sus instrucciones al Procura­
dor General de Justicia de esa Entidad Federa­
tiva para que, mediante un acuerdo que dirija a 
los agentes del Ministerio Público de esa insti­
tución de procuración de justicia, se tomen las 
medidas pertinentes con el fin de que en casos 
similares a los que se contemplan en la presente 
Recomendación se proporcione a las víctimas 
de los delitos la atención y protección debidas 
en los términos previstos por los artículos 12 y 
119 del Código de Procedimientos Penales de 
esa Entidad Federativa. 

La presente Recomendación, de conformidad 
con lo dispuesto por el artículo 102, apartado 
B, de la Constitución Política de los Estados Uni­
dos Mexicanos, tiene el carácter de pública y se 
emite con el propósito fundamental tanto de ha­
cer una declaración respecto de una conducta 
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irregular por parte de servidores públicos en el 
ejercicio de las facultades que expresamente les 
confiere la ley, como de obtener la investiga­
ción que proceda por parte de las dependencias 
administrativas competentes para que, dentro de 
sus atribuciones, apliquen las sanciones condu­
centes y se subsanen las irregularidades come­
tidas. 

De conformidad con el artículo 46, segundo 
párrafo, de la Ley de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, se solicita que la respuesta 
sobre la aceptación de esta Recomendación, en 
su caso, sea informada dentro del término de los 15 
días hábiles siguientes a esta notificación. 

Igualmente, con el mismo fundamento jurídico, 
se solicita que, en su caso, las pruebas corres­

pondientes al cumplimiento de la Recomenda­
ción se envíen a esta Comisión Nacional dentro 
del término de 15 días hábiles siguientes a la 
fecha en que haya concluido el plazo para in­
formar sobre la aceptación de la misma. 

La falta de presentación de las pruebas dará 
lugar a que se interprete que la Recomendación 
no fue aceptada, por lo que la Comisión Nacio­
nal de los Derechos Humanos quedará en liber­
tad de hacer pública, precisamente, esta circuns­
tancia. 

Atentamente,
 
El Presidente de la Comisión Nacional
 

Rúbrica
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